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RESUMEN.

La seguridad ciudadana y su garantía es para cualquier 
país del mundo una de las principales metas a alcanzar 
por lo que debe ser función primordial del Estado. En 
América Latina son numerosos los crímenes y afectacio-
nes que se producen y las malas políticas que se pue-
den apreciar en función de contrarrestarlas. Países como 
Ecuador y El Salvador, han implementado varias políticas 
que contribuyen en alguna medida a disminuir los índi-
ces de estas afectaciones aunque no su erradicación. El 
sistema de Educación es parte de los mecanismos que 
se pueden emplear para la educación ciudadana por sus 
potencialidades, sin embargo no siempre se aprovechan 
las mismas y los Gobiernos no trazan estrategias de com-
bate contra el delito, que incluyan acciones desde la for-
mación en las instituciones educativas. La investigación 
aborda el tema en los países de referencia y su estado.
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ABSTRACT

Citizen security and its guarantee is one of the main goals 
to be achieved for any country in the world, which is why 
it must be a primary function of the State. In Latin America 
there are numerous crimes and harms that occur and 
the bad policies that can be seen to counteract them. 
Countries such as Ecuador and El Salvador have imple-
mented several policies that contribute to some extent to 
reducing the rates of these effects, although not their era-
dication. The Education system is part of the mechanisms 
that can be used for citizen education due to its potential, 
however it is not always taken advantage of and govern-
ments do not draw up strategies to combat crime, which 
include actions from training in institutions. educational. 
The research addresses the topic in the reference coun-
tries and their status.
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INTRODUCCIÓN

Las leyes por objetivo general buscan una igualdad de 
deberes y derechos entre los ciudadanos, precautelan-
do implícitamente un ideal de justicia, seguridad y paz. 
Pero, si a lo mencionado se agrega la pregunta ¿Quién 
es el encargado de proteger la paz y seguridad de la 
sociedad? A lo mejor la pregunta sigue careciendo de 
dificultad, pues por norma común se dice que es el go-
bierno de cada país; pero ¿Cómo se logra dicha seguri-
dad? Pues aquí la pregunta toma diversidad de rumbos 
y de posibilidades. En las sociedades “Las normas y los 
valores a menudo se dejan implícitos” (van Dijck, 2020) 
y son los Gobiernos los principales encargados de velar 
por su cumplimiento y la adopción de medidas que así lo 
garanticen. Entre las principales medidas deben estar las 
dirigidas a la educación de los ciudadanos y el desarrollo 
del trabajo educativo en función de formar conciencia de 
la protección de la población en general, sin discrimina-
ciones ni hechos delictivos y menos cuando estos atenten 
contra la vida de otro. El estudio de las leyes debe formar 
parte en los planes de estudio, pero esto está aún limita-
do y carente de organización dentro del proceso docente 
educativo de las diferentes institucionales escolares.

A lo anterior, la normativa de cada país tiene una res-
puesta tipificada y esquematizada mediante un conjun-
to de normas, recursos y disposiciones para cumplir el 
objetivo mencionado previamente y que generalmente 
se conocen como Políticas de Seguridad. En ellas tanto 
la Constitución como las estructuras e instituciones, son 
encargadas de estipular y cumplir las medidas requeri-
das en función de la ciudadanía, este elemento debe ser 
uno de los analizados para que los gobiernos garanticen 
sistemas de apoyo para las áreas encargadas de brindar 
protección (Chamorro & Gamero, 2021).

Aquí, es preciso hacer un paréntesis, para hablar de lo 
que se encuentra más allá de los objetivos de estas polí-
ticas de seguridad, pues en los últimos tiempos en varios 
países latinoamericanos la popularización de estas políti-
cas de seguridad ha crecido exponencialmente y debido 
en su mayor parte al aumento de actos delictivos y narco 
criminales, crisis carcelarias, motines, vulneración de de-
rechos e inseguridad, ha hecho que este tópico cobre 
fuerza en gran parte de países latinoamericanos, don-
de se encuentran los países protagonistas Ecuador y El 
Salvador. Es frecuente observar que en algunos centros 
educativos comienzan a manifestarse algunas de estas 
incidencias, sin embargo, no existe una política que con-
tribuya de forma efectiva a su corrección en los adoles-
centes y jóvenes una vez que se detectan.

Ecuador ha sido y es uno de los países que más ha su-
frido por la crisis carcelaria y el aumento de actividades 
narco criminales en tiempos recientes, por lo cual ha 
obligado a los presidentes a cargo a modificar, crear e 
implementar todos los recursos y opciones legales para 
velar por la seguridad ciudadana, como un claro ejemplo 
se presenta el Plan Nacional de Seguridad Integral, los 
estados de excepción y demás contenido que se desa-
rrollará posteriormente. Otro de los países afectados de 
la misma manera que el mencionado previamente, es el 
país centroamericano de El Salvador, donde en los últi-
mos años, su territorio se ha visto afectado y ha obligado 
a que el presidente a cargo implemente el conocido Plan 
de Control Territorial, a la par de leyes conexas para frenar 
la actividad criminal; ante la ciudadanía se ha ofrecido un 
discurso político que habla de la necesidad de tener po-
líticas de seguridad ciudadana que se basen en el con-
trol, prevención, reinserción y fortalecimiento (Martínez & 
Navarro 2021). 

Todo estado busca las formas de lograr que en el país 
primen las normas de seguridad y el adecuado compor-
tamiento de los ciudadanos, una vía para el trabajo siste-
mático en este sentido lo constituye el sistema de educa-
ción. Desde las edades tempranas la escuela forma en 
los niños normas de disciplina, responsabilidad, respeto 
y comportamiento social, que se siguen fomentando en 
los diferentes niveles de enseñanza, pese a ello, resulta 
complejo lograr esas normas en todos los ciudadanos del 
país, por lo que siempre existen personas con conductas 
negativas dentro de la sociedad. Las leyes que rigen las 
normas de comportamiento social y su control y repre-
sión, en muchos casos también son analizadas de forma 
general en el sistema educativo, pese a ello se mantienen 
los comportamientos negativos que lastran la seguridad 
dentro de la sociedad y afectaciones negativas al país, 
razones por los que se deben combatir de todas las for-
mas posibles por las estructuras de Gobierno, con énfa-
sis en la adolescencia y juventud, que son momentos que 
suelen estar caracterizados por la inestabilidad, toma de 
decisiones y búsqueda de identidad (Domínguez-Lara & 
Campos-Uscanga, 2021).

A partir de todo lo anterior mencionado, se puede obser-
var que el problema de seguridad nacional y ciudadanía 
es medularmente jurídico, pues dependiendo de la cali-
dad y eficiencia de leyes que se apliquen, los resultados 
a largo o corto plazo serán observables. Los estados tie-
nen la obligación de adoptar medidas que contribuyan a 
la tranquilidad de la ciudadanía y su protección, teniendo 
en cuenta que los derechos fundamentales tienen apli-
cación en el presente y hacia la posteridad; sin embar-
go, existen situaciones jurídicas y fácticas que sugieren 
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la necesidad de establecer su aplicación para hechos 
acaecidos antes de su vigencia, para maximizar su cum-
plimiento y la preservación de su núcleo esencial (Uribe 
Arzate & Paz González, 2015).Por tanto, el presente tra-
bajo busca estudiar, comprender y analizar el impacto de 
las políticas de seguridad ante un panorama emergente, 
riesgoso y controlado por el terror de los grupos delicti-
vos; a partir de un punto de vista dual y comparativo que 
permita además de lo anterior mencionando y teniendo 
en cuenta las preguntas planteadas, analizar qué políti-
cas llegan a ser más efectivas, rápidas con el fin de crear 
precedentes, e ideas que puedan implementarse en la 
normativa ecuatoriana y el sistema educativo, o por qué 
no en la salvadoreña, a fin de que estas puedan mejorar y 
garantizar el derecho a la seguridad ciudadana.

MATERIALES Y MÉTODOS.

Para el desarrollo del presente trabajo, se utilizó un en-
foque mixto, el cual estará destinado principalmente al 
análisis de elementos legales, doctrinarios, interpretativos 
y normativos, así como de datos estadísticos, investiga-
ciones y demás tablas, que servirán como pieza medular 
y rectora de la investigación, así como para un correcto 
estudio e interpretación de la información recolectada, 
pudiendo destacar los datos de los actos delictivos pro-
piciados antes y después de la aplicación de las políticas 
de seguridad. 

A nivel de métodos empleados se recurrió al uso de aque-
llos que ayuden a la comprensión de la información reco-
pilada, así, se destacan el método inductivo y deductivo, 
utilizados principalmente para la creación de hipótesis, 
los cuáles satisfagan los resultados arrojados; el método 
analítico, ya que la información fue analizada exhausti-
vamente con el fin de evitar cualquier tipo de sesgo; sin 
embargo, el método modelo y rector de la investigación 
en fondo y forma es el método de derecho comparado, 
dada la naturaleza del tema y los objetivos de la investi-
gación, que permite destacar semejanzas y diferencias, 
establecer clasificaciones, descubrir tendencias y reve-
lar modelos exitosos entre las políticas de seguridad en 
Ecuador y en El Salvador.

De igual manera se utilizaron todas las técnicas de inves-
tigación pertinentes, haciendo énfasis en la documental 
que, junto con los instrumentos necesarios para esta, in-
cluyendo documentos, revistas jurídicas, libros, artículos 
científicos, además de textos y leyes ya mencionadas. 
Se contó además con las encuestas a un grupo de 50 
docentes de diferentes niveles educativos para valorar el 
trabajo realizado en cuento a la seguridad desde el siste-
ma educativo así como los criterios que poseen sobre el 
proceso en el país.

RESULTADOS

Para abordar la temática principal del trabajo desde una 
perspectiva dual, es concerniente analizar primero as-
pectos generales como legalidad de las políticas y órga-
nos competentes. En Ecuador, las políticas de seguridad 
y en específico el Plan de Seguridad Nacional, implemen-
tado desde 2019 y con una vigencia hasta el 2030, se 
encuentran amparados en los diferentes artículos consti-
tucionales (Asamblea Nacional, 2008):

 • De la Soberanía, Orden Interno, Seguridad Pública y 
Defensa Nacional (art. 147) que lo considera como 
atribuciones y deberes de la presidencia y el velar por 
la soberanía, la independencia del Estado, del orden 
interno y de la seguridad pública. 

 • Por otro lado, la Seguridad ciudadana, Orden público 
y ejercicio de derechos y libertades (art. 163) se es-
tablece como responsabilidad de la Policía Nacional. 

 • Por su parte la Defensa Nacional, Protección Interna 
y Orden Público (art. 261 núm.. 1), la protección a las 
personas y naturaleza (art. 389), la Seguridad Humana 
(art. 393), la Protección Integral (art. 341), todo ello lo 
relaciona como una competencia del Estado.

De igual forma El Salvador, con su Plan de Control 
Territorial, implementado desde 2019 (El Salvador, 2021), 
se encuentra amparado en los siguientes artículos y nor-
mas: constitucionalmente a la persona (art. 1) la persona 
humana como el principio y fin de la actividad del Estado, 
el cual debe procurar el bienestar común y protección de 
los individuos” y (art. 2) “es obligación del Estado procu-
rar la protección del derecho a la vida, la integridad física 
y moral, a la libertad y a la seguridad de las personas. 
Además, debe velar por la conservación y defensa de 
estos derechos.” (Asamblea Legislativa República de El 
Salvador, 1983)

En compromisos internacionales al suscribir y ratifi-
car diversos tratados como Declaración Universal de 
Derechos Humanos, Convención sobre todas las for-
mas de Discriminación contra la Mujer y demás, la Ley 
General de Juventud (art. 9) establece el “derecho de 
la juventud a la paz y a la prevención de la violencia” y 
(art 16. literal a) “garantizar la implementación de progra-
mas de prevención de violencia, mediante la práctica de 
una cultura de paz con valores, actitudes, costumbres y 
comportamientos individuales y colectivos de mediación, 
prevención de conflictos y la práctica del diálogo con res-
peto y tolerancia” (Asamblea Legislativa República de El 
Salvador, 2017)
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En cuanto los organismos e instituciones Tabla 1 participes de la ejecución de estas políticas de estado en Ecuador y 
El Salvador se mencionan varias, las cuales han sido recopiladas en la tabla siguiente: 

Tabla 1. Organismos e Instituciones competentes para la implementación de políticas de seguridad.

Ecuador El Salvador

Nacional Municipal Nacional Departamental Municipal

Ministerio de Defensa, Rela-
ciones Exteriores y Fuerzas 
Armadas

Sistema Nacional Descentraliza-
do de Gestión de Riesgo

Ministerio Público Gabinete de gestión 
departamental

Comités Municipales 
de Prevención de la 
Violencia.

Ministerio del interior Gobiernos Autónomos 
Descentralizados

Órgano Judicial de El 
Salvador

Delegados de técnicos 
de los gabinetes

Policía Nacional Órgano Ejecutivo de 
la Presidencia de la 
República

Todas las Instituciones Públicas Asamblea Legislativa

Gabinete Estratégicos Comisionado 
Presidencial

Gabinete sectorial de seguridad Unidad Técnica ejecuti-
va del sector de justicia

Centro de Inteligencia 
Estratégica

Gabinetes de gestión 
de la seguridad, 
gestión económica y 
gestión social

Fuente: Elaboración propia.

Con antesala de lo anterior, se puede analizar las políticas que se están implementando en cada país a raíz de las crisis 
y problemas delictivos. El Salvador a partir del 2019 implementó el Plan de Control Territorial, tomando generalidades 
del Plan El Salvador seguro, con la modificación de algunas particularidades. El presente plan es de carácter confiden-
cial y conforme a la constitución salvadoreña vigente, está codificado en 7 fases, las cuales y al momento del presente, 
se encuentra en la ejecución de su quinta fase; mientras Ecuador a la par del Plan Nacional de Seguridad Integral, 
ha creado una serie de políticas emergentes, para cesar la crisis carcelaria y criminal en la que se ha visto envuelta. 

El Plan de Control Territorial, hasta ahora revelada y en ejecución de la fase 5, se compone de: 

 • Fase 1: consistió en la preparación; se empezó a hacer patrullajes en las zonas con más actividad delincuencial, se 
incorporó más de 1500 nuevos agentes a la policía nacional civil y también se bloqueó totalmente la señal telefóni-
ca desde las cárceles, se transfirió reos para que ya no dieran órdenes desde adentro y se asignó reos en fase de 
confianza para trabajar al servicio de la sociedad (Bukele, 2022).

 • Fase 2: se comenzó a construir oportunidades en las comunidades más afectadas por la violencia para quitarle a 
las pandillas su semillero (Bukele, 2022).

 • Fase 3: se construyó, modernizó y remodeló sedes policiales en todo el país, también se entregó nuevas patrullas, 
carros blindados, drones para patrullajes aéreos, armas, chalecos antibalas, uniformes, botas y cascos tácticos, 
desde el inicio del plan, pasando de tener 3500 soldados asignados a tareas de seguridad a más de 17.000 
(Bukele, 2022).

 • Fase 4: se está duplicando la fuerza armada para llegar a 40.000 efectivos, ya que sin estas primeras fases no hu-
biera sido posible salir de la lista de los países más peligrosos del mundo, algo logrado en 2021, ni mucho menos 
tener el personal y el equipo necesario para ganar la guerra contra las pandillas (Bukele, 2022).

 • Fase 5: corresponde a la extracción de los criminales que aún quedan en las comunidades y en cualquier lugar del 
país, como Cerco Comasagua en las diferentes ciudades y municipios del para atrapar a los terroristas sin darles 
la más mínima posibilidad de escapar (Belloso, 2021).

 • Fases 6 y 7 confidenciales hasta el momento, Bukele en sus redes señala que con las siguientes fases se hará 
sostenible la seguridad a largo plazo para preservar la paz que por tantas décadas se ha anhelado, y aunque 
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aún queda trabajo por hacer nadie puede negar que 
el plan control territorial junto a la guerra contra las 
pandillas están logrando en tres años lo que ningún 
gobierno logró en tres décadas (BUKELE, 2022), se 
añade igual la construcción de un nuevo centro peni-
tenciario de máxima seguridad para 40 000 personas. 

Además de esto, se añadieron 4 medidas conexas que 
modificaron el Código Penal, fortalecieron la Ley Especial 
para la Disposición y Utilización de los Bienes, Dinero, 
Valores y Activos Incautados a las Estructuras de Crimen 
Organizado, Terrorismo y Narcotráfico y ratificaron el 
Estado de Excepción: 

1. Sanciones para los medios. Con el voto a favor de 
La Asamblea Legislativa de reformar el Código Penal 
para sancionar a cualquier medio de comunicación 
que reproduzca o transmita “mensajes o comunica-
dos originados o presuntamente originados” por pan-
dillas. (BBC News Mundo, 2022) denominado Ley 
Mordaza.

2. Prohibición de grafitis, donde una nueva reforma al 
Código Penal también sanciona la elaboración y re-
producción de propaganda, mensajes, señales o gra-
fitis alusivos a las pandillas, donde se establece que 
quienes elaboren, participen o faciliten la ejecución 
de “textos, pinturas, diseños, dibujos, grafitis y cual-
quier otra forma de expresión visual en inmuebles pú-
blicos y privados”, donde se transmitan mensajes ex-
plícitos e implícitos que hagan alusión a las pandillas, 
serán condenados de diez a quince años de prisión 
(BBC News Mundo, 2022).

3. Reutilización de bienes y armas, la cual autoriza al 
Estado a utilizar el armamento, dinero y bienes incau-
tados a las pandillas para luchar contra las mafias, 
codificado en la Ley Especial para la Disposición y 
Utilización de los Bienes, Dinero, Valores y Activos 
Incautados a las Estructuras de Crimen Organizado, 
Terrorismo y Narcotráfico, también se pretende crear 
un fondo especial con el dinero incautado que tam-
bién se pondría a disposición del Conab (BBC News 
Mundo, 2022).

4. Estado de excepción, donde se incluye normativas, 
como la suspensión de la libertad de asociación, del 
derecho de defensa y de la inviolabilidad de la corres-
pondencia, también quedó sin efecto la prohibición 
de la intervención de las telecomunicaciones sin au-
torización judicial y se extendió el plazo de detención 
administrativa a 15 días, cuando en tiempos normales 
es de 72 horas y la nueva reforma penal contempla 
además que los menores que tengan entre 12 y 15 
años de edad podrían enfrentarse a hasta 10 años 
de prisión, mientras los mayores de 16 años podrían 
enfrentarse a hasta 20 en caso de pertenecer a pan-
dillas (BBC News Mundo, 2022).

Ecuador por su parte, ha destinado las siguientes políti-
cas de seguridad: Fortalecimiento del sistema de reha-
bilitación social. El Gobierno Nacional implementa una 
política pública de un sistema de rehabilitación social con 
enfoque en derechos humanos. El primero es ejecutar el 
primer censo carcelario que se hace en el país, mismo 
que cuenta con un avance del 70%. Asimismo, señaló 
que también se trabaja por capacitar a más guías peni-
tenciarios, con la meta de llegar a los 3.000. 

Otra política meramente legal apuntaba a la Constitución. 
El presidente Lasso planteó en su primera propuesta de 
referendo una pregunta específica para que los militares 
pudieran intervenir en los asuntos de seguridad interna y 
orden público, con negativa de la Corte Constitucional y 
en 2023 la consulta popular. El gobierno está implemen-
tando $ 5.000 millones (Ministerio de Defensa Nacional, 
2019), donde se incluye equipamiento, tecnología, ser-
vicios de inteligencia, fortalecimiento del personal, entre 
otros elementos.

La declaratoria de estado de excepción en las provincias 
con mayor índice de peligrosidad y que en las últimas 
instancias sería decretado en todo el territorio nacional y 
en aquellas donde se realizaron ataques terroristas, des-
plegando más de 4.000 policías y 5.000 efectivos de las 
fuerzas armadas, para “contrarrestar la violencia genera-
da por el narcotráfico, desplegados en cárceles y zonas 
de mayor peligrosidad; toques de queda durante toda 
la noche y operativos las 24 horas del día, controles de 
armas y drogas y demás. Así se añade como meta la im-
plementación de 26 cuarteles policiales en las zonas más 
críticas y la compra de municiones, chalecos, vehículos 
antimotines y demás.

Ante un panorama aparentemente alentador por lo visto 
previamente, estos países cierran con los siguientes da-
tos: Ecuador registró su último incidente ocurrido el 18 de 
noviembre de 2022, en la Cárcel de El Inca, Quito, donde 
internos fueron asesinados en el segundo motín registra-
do en la capital desde que se desató la crisis. Hasta di-
ciembre de 2022, la Policía reveló que la tasa de muertes 
violentas para fin de año la tasa podría a llegar a 25,2. 
Este sería el registro más alto de la historia y significaría 
un crecimiento del 80% con relación a 2021.Luego del úl-
timo motín. Desde noviembre de 2022 empezó una inter-
vención de 36 cárceles: el traslado y rotación de internos 
y mejoras de infraestructura en las prisiones, además del 
censo penitenciario para una reubicación.

El Salvador para el 14 de febrero del presente año celebró 
300 días sin homicidios en 44 meses de implementación 
del Plan Control Territorial y en la que ha aplicado un ré-
gimen de excepción que va por su undécima ampliación 
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y cuestionado por organizaciones humanitarias; estadís-
ticas oficiales señalan que enero de 2023 ha sido el mes 
más seguro en 201 años de historia de ese país, con un 
registro de 11 homicidios (La Hora, 2023).

Las medidas que se han tomado en el transcurso de los 
años, tienen su reflejo en la seguridad social que se ha 
estado alcanzando, lo que va aparejado a las actividades 
que en el orden educativo y social pueda ir realizando 
las instituciones, en el caso de Ecuador, para hacer una 
valoración de lo que ocurre en este sentido desde las ins-
tituciones educativas y la apreciación en general de su 
personal docente, principal encargado de la formación 
de los niños y jóvenes, fue realizada una entrevista a pro-
fesores de varios niveles educativos. De forma general 
todos los docentes consideran que en los últimos años se 
han tomado algunas medidas y decisiones por el Estado 
y sus instituciones, en aras de lograr mayor tranquilidad 
ciudadana y el combate sistemático a las bandas y el cri-
men organizado.

La mayor parte de los docentes son del criterio que los 
planes implementados por el Estado en el combate siste-
mático, el refuerzo de la fuerza pública y la acción direc-
ta en las comunidades más afectadas, dan muestra de 
avances en resultados desde la tranquilidad ciudadana y 
la disminución de las actividades delictivas que con fre-
cuencia se podían apreciar en cualquier parte del país 
(Figura 1).

Figura 1. Criterios sobre la acción de las medidas tomadas. 

Fuente: Elaboración propia.

Al referirse a las actividades que se realizan dentro del 
sistema educativo, estos consideran que los propios pro-
gramas abordan temáticas relacionadas con las normas 
ciudadanas y de comportamiento, crean bases para la 
actuación de forma adecuada y en correspondencia con 
los intereses sociales, así como favorecen el desarro-
llo de actividades de carácter variado que propician el 
intercambio de los estudiantes y el análisis de diversas 

situaciones que ocurren dentro de la sociedad y atentan 
contra sus principios (Figura 2).

Figura 2. Abordaje a la temática en el sistema educativo. 

Fuente: Elaboración propia.

Resulta frecuente que, en los grupos de estudiantes, se 
encuentren todos los años estudiantes que ya llegan a 
la escuela con hábitos deformados, aptitudes contrarias 
a las exigidas en la sociedad dentro de su proceso de 
paz y conciliación. En estos casos la mayor cantidad de 
docentes consideran que el sistema actual no propicia 
su corrección y exigencia social al desarrollo de cambios 
transformadores en la conducta que vaya en beneficio de 
la persona y la sociedad, debido a lo limitado del tiempo 
y las formas para su atención (Figura 3).

Figura 3. Atención a estudiantes con inadecuada conducta. 

Fuente: Elaboración propia.

Aunque aún persisten varias dificultades que se deben 
combatir en función de logar la tranquilidad ciudadana, 
es criterio de la mayoría de los docentes, que en el país 
se ha estado trabajando en los últimos años, en la adop-
ción de medidas por parte del Gobierno, en aras de con-
trarrestar las sistemáticas actividades delictivas que se 
producían y la violencia que se había generado en cual-
quier parte del país. Se ha atacado de una forma más 
fuerte las bandas y acciones criminales que afectan a la 
ciudadanía y se puede apreciar una mayor tranquilidad y 
seguridad en cada espacio (Figura 4).
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Figura 4. Criterios sobre la seguridad alcanzada. 

Fuente: Elaboración propia.

Los docentes consideran, que al igual que ha sucedido 
en El Salvador, Ecuador requiere aún medidas más rá-
pidas y efectivas, que permitan erradicar las afectacio-
nes todavía existentes por bandas y delincuentes orga-
nizados. Este hecho, hace que, aunque se han logrado 
avances significativos en las actividades terroristas y los 
motines, en la seguridad ciudadana, esta no se encuentre 
a índices bajos sino con un incremento con respecto a 
años anteriores, lo que no puede propiciar la total tranqui-
lidad en los ciudadanos del país. El sistema educativo, 
además, todavía puede incrementar las acciones que se 
desarrollan y establecer otras en coordinación con las au-
toridades competentes, que permitan la pronta atención 
y seguimiento a aquellos estudiantes que desde edades 
tempranas, muestran signos de negatividad en su com-
portamiento y evitar acciones mayores de forma negativa 
en su futuro desarrollo. 

DISCUSIÓN

Ambos países en situación de crisis han implementado 
políticas y planes de seguridad acorde a las característi-
cas específicas de su territorio. Desde un marco normati-
vo Ecuador y El salvador como entes garantistas de una 
seguridad ciudadana y basándose en derechos, tratados 
internacionales y demás normas legales han tomado dis-
tintos caminos a la hora de la aplicación neta de dichas 
políticas de seguridad, conexamente ligados al cumpli-
miento y ejecución de dichas políticas, organismos e 
instituciones competentes, señalando en primer lugar al 
Presidente de la República, comisionados, gabinetes es-
pecíficos, y demás órganos y funciones de cada país; así 
como en ambos territorios se menciona una descentrali-
zación de políticas.

Ecuador implementado una política más humanista y ga-
rantista de derechos acorde a lo estipulado en su ordena-
miento jurídico, mientras El salvador lo ha realizado des-
de un modelo más punitivo. Si bien, ambos estados han 
recurrido a la figura de estado de excepción, destinando 
políticas, recursos económicos con el fin de evitar el haci-
namiento carcelario y motines, desplazando policías y mi-
litarizando calles, la gran diferencia presuntamente señala 
a El salvador de atropellos en materia de derechos huma-
nos, debido a sus acciones en la fase 1, 4 y 5 de su Plan 
de Control Territorial. Otra de las medidas en común, es la 
intención de modificar códigos, normas constitucionales 
e implementar leyes ante el panorama emergente, por una 
parte Ecuador con la legitimación de fuerzas policiales y 
militares o la extradición, todas obteniendo una negativa; 
mientras en contraparte El Salvador aceptó las reformas 
a códigos como el penal y la implementación de la Ley 
Especial para la Disposición y Utilización de los Bienes, 
Dinero, Valores y Activos Incautados a las Estructuras de 
Crimen Organizado, Terrorismo y Narcotráfico.

En cuanto resultados actuales, se puede destacar el nú-
mero reducido de homicidios y actividades delictivas en 
territorio salvadoreño, convirtiéndose en uno de los paí-
ses más seguros en América Latina al momento de la 
presente investigación, mientras Ecuador se encuentra 
en una encrucijada, pues han cesado ataques terroris-
tas y motines, pero a nivel de actividades delictiva regis-
tra un aumento al año anterior y predicciones para nada 
alentadoras.

En el país todavía no se aprovechan al máximo las activi-
dades que se pueden desarrollar por el sistema educati-
vo en sus diferentes niveles, en función de lograr una ma-
yor educación en los niños, adolescentes y jóvenes, con 
acciones previstas desde la interacción de las institucio-
nes con las estructuras del Gobierno. Los primeros pasos 
de la carrera delictiva se inician a edades tempranas. De 
este modo, la adolescencia se considera un período cla-
ve para la implementación de programas preventivos y 
reeducativos del comportamiento antisocial y delictivo 
(Vilariño, Amado, & Alves, 2013). 

La educación de un país constituye un apoyo vital dentro 
de la sociedad para su definición, organización y desa-
rrollo, que no es totalmente aprovechado por el gobierno 
en función de la correcta educación integral a los ciuda-
danos, lo que podría evitar el número de detenciones y 
aplicación de sanciones en adolescentes y jóvenes, influi-
dos en gran escala por la sociedad y las bandas que aún 
existen en diferentes lugares del país. El sistema debe 
prever acciones que incluyan a la familia con énfasis en el 
tratamiento de aquellos casos detectados con desviación 
social del comportamiento, ya que la educación junto con 
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la Familia son pilares fundamentales en los procesos de 
intervención de quienes han cometido delitos (López-
Rocaet al., 2021).

CONCLUSIONES

Ecuador y El Salvador, con sus respectivos gobiernos po-
seen las facultades legales para la planificación, ejecu-
ción y aplicación de las políticas de seguridad ciudadana 
a través de medidas que lleven a su completo desarrollo 
y control, donde se destaca la responsabilidad de velar 
por la seguridad de todos, así como la responsabilidad 
de organismos e instituciones competentes al tema entre 
las cuales se destacan los órganos de control y justicia y 
las diferentes instituciones del sistema educativo.

Las políticas de seguridad aplicadas se basan esencial-
mente en la crisis carcelaria y la inseguridad ciudadana, 
por lo que cada país adopta medidas diferentes en fun-
ción de contrarrestar esta situación. Ecuador, donde a fin 
de garantizar derechos humanos y de grupos de atención 
prioritaria, da como resultados casi imperceptibles y que 
se apunta como objetivo a largo plazo, mientras el segun-
do camino, tomado por El Salvador, muestra un panorama 
mucho más seguro, con menor índice de actividades de-
lictiva, pero con una trasgresión a los derechos humanos, 
especialmente de personas privadas de la libertad y en 
parte de la sociedad en general.

Las acciones del Gobierno de forma conjunta con el sis-
tema educativo aún resultan insuficiente, no empleando 
esta vía al máximo, como un camino sistemático que 
influye de forma positiva en los ciudadanos durante su 
formación integral y que puede contribuir de forma pre-
cisa a la transformación ciudadana de la mayor parte de 
la población. El sistema permite además poder alertar a 
las estructuras y entidades del Gobierno, la existencia 
de niños, adolescentes y jóvenes, cuyo comportamiento 
y acciones no están en correspondencia con los intere-
ses sociales, de forma que se adopten rápidas medidas 
y pueda contribuir a la transformación de este en aras de 
mejorar y erradicar las conductas negativas, además de 
llegar de forma indirecta a bandas y elementos delictivos 
que existen en las calles.

Actualmente las políticas implementan das por el gobier-
no salvadoreño han sido rotundamente un éxito y que si 
bien no se puede hablar a futuro la población de aquel 
territorio se mantiene o vive una parte un aparente paz, 
mientras en el caso ecuatoriano se ha priorizado los dere-
chos de las personas privadas de la libertad, como grupo 
de atención prioritaria, donde la población en general si-
gue, esperando y viviendo desde las sombras en un esta-
do de temor y miedo. 
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